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Presentación
A comienzos del año 2007 el sector de agua y saneamiento 
del Perú presenta un conjunto de características, de las cuales 
dependerá que las Metas de Desarrollo del Milenio se puedan 
alcanzar y eventualmente superar. En primer lugar, existe una 
serie de ventajas referidas al entorno social y económico del país, 
expresados en las tasas de crecimiento económico de los últimos 
años, que señala un  mejoramiento en la capacidad adquisitiva 
de amplios sectores de la población, aspecto que se espera sea 
cada vez mayor y contribuya a reducir los niveles de pobreza que 
afectan a la mayoría de peruanos.
En segundo lugar, se manifiesta una serie de oportunidades en 
la disponibilidad de recursos económicos destinados al sector de 
agua y saneamiento provenientes de varias fuentes, tales como el 
Plan de Emergencia y el Programa Agua para Todos del gobierno 
central, los diferentes cánones por concepto de explotación de 
recursos naturales que reciben algunos gobiernos regionales y 
locales, la cooperación técnica y financiera internacional y recursos 
ordinarios del Estado. Luego de varios años en el retraso de las 
inversiones en el sector, el Estado peruano nuevamente estaría 
retomando su capacidad de canalizar mayores recursos 
al saneamiento urbano, rural y de las pequeñas ciudades.
Finalmente, el sector de agua y saneamiento enfrenta un desafío 
que se refiere precisamente a la capacidad que deberán desplegar 
las autoridades y los actores que intervienen en el sector, en 
sus distintos niveles, para garantizar que las ventajas y las 
oportunidades que hoy se tienen sean usadas de manera eficiente, 
a fin de mejorar las coberturas y proveer servicios sostenibles a 
la población, especialmente para los seis millones de peruanos que 
no tienen conexión a ninguna red de agua potable. En este desafío 
no solo se trata de asegurar un gasto eficiente de los recursos, sino, 
tal vez, lo más importante, diseñar los mecanismos que garanticen 
una gestión sostenible de los servicios, esencialmente en las 
pequeñas ciudades. En otras palabras, el principal problema 
que deberá abordar la provisión de los servicios será identificar 
la manera más apropiada de invertir y tomar las decisiones 
que garanticen la sostenibilidad de dichas inversiones.
En ese contexto, en las pequeñas localidades del país los 
servicios de agua y saneamiento se han venido desempeñando 
bajo un determinado pacto tradicional o un acuerdo social que 
mantiene un “equilibrio de bajo nivel o baja intensidad”, asociado 
a la provisión de servicios de mala calidad que pone en riesgo 
la salud pública; en donde se asume que con el pago de tarifas 
exiguas o limitadas se estaría “protegiendo los derechos de los 
usuarios”. Por ese motivo, las lecciones aprendidas del Proyecto 
Piloto de Pequeñas Localidades (PPPL) que implementó el 
Programa de Agua y Saneamiento del Banco Mundial (WSP) 
entre los años 2003 y 2007, para identificar nuevos modelos 
de gestión, pueden contribuir en lograr las metas y desafíos del 
sector, garantizando su sostenibilidad en el compromiso y los 
acuerdos de un nuevo pacto social, que elimine el “equilibrio de 
bajo nivel”, y promueva la emergencia de nuevos actores sociales, 
desde la propia comunidad local; y en donde se reconozca de 
manera directa y transparente que la gestión de los servicios de 
agua y saneamiento, en las pequeñas ciudades, no tiene que ser 
precaria, ineficiente y de mala calidad. Por el contrario, en plazos 
relativamente cortos, las pequeñas ciudades pueden acceder a 
servicios de calidad administrados por operadores especializados.
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1. Antecedentes
En el Perú existen 644 pequeñas ciudades o localidades que 
se encuentran en el rango poblacional de entre dos mil y treinta 
mil habitantes, con una población total estimada en 4,1 millones 
de peruanos. En 154 de estas localidades, los servicios de 
agua y desagüe son administrados por una empresa prestadora 
(EPS), regulada por la Superintendencia Nacional de Servicios 
de Saneamiento (SUNASS), mientras que en la mayoría de las 
490 restantes la gestión es directa y está  a cargo de los 
municipios. Los servicios provistos por las municipalidades 
se caracterizan por tener:
• Baja calidad y limitada cobertura de servicio.
• Tarifas que no alcanzan para cubrir los costos operativos.
• Inadecuado o ausente mantenimiento de la infraestructura.
• Personal con escaso conocimiento técnico sobre operación 
de los sistemas.
• Baja voluntad de pago de la población.
•  Alta ingerencia política en las decisiones técnicas de la 
prestación de los servicios.
El resultado se resume en que la población de las pequeñas 
ciudades recibe servicios de agua y saneamiento de baja 
calidad y no sostenibles en el tiempo, las inversiones del Estado 
se pierden y la calidad de vida de los ciudadanos disminuye.
Esta situación motivó una iniciativa del Viceministerio de 
Construcción y Saneamiento, con el financiamiento de la Agencia 
Canadiense de Desarrollo Internacional (ACDI) y la asistencia 
técnica del Programa de Agua y Saneamiento administrado por 
el Banco Mundial,  en el segundo semestre de 2002, para diseñar 
y ejecutar el PPPL con el propósito de promover nuevos modelos 
de gestión. El proyecto tenía como objetivo mejorar la calidad 
de los servicios, con la implementación de modelos de gestión 
innovadores, adecuados a las realidades sociales y culturales 
de cada localidad; delegaba la administración del servicio a un 
operador especializado y creaba un mecanismo de fiscalización 
de la población para supervisar la calidad de los servicios a 
través de una Junta Vecinal Comunal de Supervisión (JVCS).
El marco legal para sustentar el plan piloto fue inicialmente 
la Ley Orgánica de Municipalidades, que establece la 
responsabilidad de los municipios en relación a los servicios 
de agua y saneamiento, los cuales pueden ser prestados de 
manera directa o a través de terceros; asimismo la ley reconoce 
la existencia de las JVCS en lo referente a servicios públicos. 
Complementariamente, la ley de promoción de la inversión 
descentralizada indica que las municipalidades pueden 
promover la participación del sector privado en su ámbito. 
Finalmente, las recientes modificaciones al reglamento de la 
Ley General de Servicios de Saneamiento (2005) indican que 
la prestación de los servicios en las pequeñas ciudades estará 
a cargo de operadores especializados, contratados por las 
municipalidades y supervisados por las juntas vecinales en 
apoyo a la gestión municipal.
1.1 El acuerdo social para superar el equilibrio 
de baja intensidad
En el enfoque institucional del desarrollo1 los procesos de 
cambio se definen como la construcción de un conjunto 
de acuerdos sociales explícitos o implícitos; en los que se 
establecen las reglas de juego, y los roles y funciones (modelo 
de gestión) son definidos por los actores involucrados en un 
determinado sector o servicio. En el país, la prestación de los 
servicios de agua y saneamiento en las últimas décadas se 
ha brindado basándose en un determinado pacto social 
implícito entre los tres actores (gobierno central, gobierno 
local y usuarios), que han mantenido un acuerdo social para 
1 Véase: North (1993), Instituciones, cambio institucional y desempeño 
económico. Fondo de Cultura Económica, México.
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sostener un equilibrio de baja intensidad2 en la provisión de 
los servicios. Bajo este acuerdo las coberturas no se han 
incrementado, la gestión de los operadores públicos es 
deficiente, los servicios son de baja calidad y los seis millones 
de peruanos excluidos, que no tienen acceso a los servicios, 
no han sido escuchados. En ese marco general, de un pacto 
social tradicional, también se han desenvuelto los servicios 
en las pequeñas ciudades y localidades.
1.2 El modelo de gestión tradicional municipal
El acuerdo social que predomina en las pequeñas ciudades 
establece que la municipalidad es la única entidad responsable 
de los servicios de agua y saneamiento, de esa manera, si no 
cumple con su papel, la población puede  sancionarla, negándole 
sus votos en la siguiente elección municipal. 
Sin embargo, en las dos últimas décadas este modelo ha 
devenido en una gran crisis, debido a que las municipalidades 
no han tenido la capacidad de cumplir sus responsabilidades por 
serios problemas de gestión. Así, el pacto social vigente perdió 
contenido y esencia, afectando a los más pobres, especialmente 
a los que no tenían ningún tipo de servicio, quienes resultaban 
ser los excluidos del sistema. En el modelo de gestión vigente, la 
municipalidad asume directamente los cinco roles básicos de los 
servicios de agua y saneamiento:
• Es propietaria de la infraestructura.
• Determina las tarifas.
• Presta el servicio.
• Supervisa el servicio.
• Aprueba las normas para los servicios locales.
Es probable que las municipalidades, por desconocimiento, 
ausencia de recursos o de capacidades, interferencia política, o 
por la concentración de roles sin rendición de cuentas, no hayan 
logrado cumplir de manera eficiente con las responsabilidades 
que les correspondían para proveer a los usuarios de servicios 
de buena calidad. A su vez, los usuarios se limitaban a recibir un 
servicio muy precario por el cual pagaban cuotas o tarifas muy 
bajas, pero con altas tasas de morosidad, asumiendo que de esa 
manera accedían a un “servicio de muy bajo costo”.
2 La noción del equilibrio de baja intensidad es enunciada por Webb-Velencia 
(2006) para describir la crisis en la que se encuentran los servicios de edu-
cación. En Richard Webb y Sofia Valencia: “Los recursos humanos en la 
salud y la educación públicas del Perú”, en: Cotlear Daniel (editor): Un nuevo 
contrato social para el Perú, Banco Mundial, 2006. A su vez, para una mejor 
comprensión de la crisis de los servicios de agua y saneamiento, véase: 
MVCS: Perú, Plan Nacional, 2006-2015.
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1.3 El nuevo modelo de gestión
Con la finalidad de mejorar los servicios y garantizar su sosteni-
bilidad, el PPPL propuso que los roles básicos en los servicios 
de agua y saneamiento se desconcentren de los municipios y se 
distribuyan entre tres actores locales: la municipalidad, la pobla-
ción (representada por las JVSC) y un operador especializado. La 
propuesta fue la siguiente: 
• La municipalidad sigue siendo propietaria de la infraestructura, 
pero la población y el operador especializado la apoyan en 
su tarea de mejorar el servicio. En tal sentido, la municipalidad 
es responsable de conseguir nuevos financiamientos para 
mejorar o ampliar la capacidad del sistema de agua y 
saneamiento.
• La municipalidad aprueba la tarifa asociada a niveles de calidad 
y cobertura acordados, pero con el consentimiento de la 
población. 
• El operador especializado, –contratado por la municipalidad–, 
se encarga de la gestión y de prestar los servicios de agua y 
saneamiento.
• La población, mediante una junta vecinal, supervisa la calidad 
del servicio que los usuarios reciben.
• La municipalidad, de manera participativa, norma y reglamenta 
la prestación de los servicios en la localidad, estableciendo los 
derechos y deberes de los usuarios y del operador especializado.
De esta manera, con la nueva distribución se buscó superar 
los enfoques o criterios que asocian el cambio del modelo de 
gestión con privatización. Puesto que el concepto de privatización 
ha sido manipulado por diferentes grupos políticos, y en el sector 
de agua y saneamiento sigue siendo un “tema sensible”, fue 
necesario impulsar una estrategia participativa, transparente y 
de comunicación permanente, para poner en marcha el nuevo 
modelo, el cual resultó sustentado en la participación de orden 
público-privado-social (PPS). 
Rol Modelo municipal vigente Nuevo modelo de gestión
Propiedad de la 
infraestructura
La municipalidad sin compromiso explícito para 
su ampliación y mejoramiento
La municipalidad con responsabilidad contractual para su 
ampliación y mejoramiento
Determinación 
de tarifas
La municipalidad sin compromiso de calidad del 
servicio
Asociadas a metas de calidad y bajo consentimiento previo 
de los usuarios; la municipalidad las aprueba
Prestación del 
servicio
La municipalidad dentro de sus múltiples res-
ponsabilidades
Un operador especializado contratado por la municipalidad 
para profesionalizar los servicios
Supervisión del 
servicio
La municipalidad siendo juez y parte en el 
asunto
Una junta vecinal comunal supervisa la calidad del servicio 
en apoyo a la gestión municipal
Normar los 
servicios locales
La municipalidad tiene la facultad legal para ha-
cerlo, pero casi nunca ejerció esta facultad para 
regular los deberes y derechos de los usuarios
La municipalidad, de manera participativa, norma y 
reglamenta la prestación de los servicios en la localidad, 
estableciendo derechos y deberes de usuarios y operador 
especializado
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Para implementar el nuevo modelo de participación público-
privado-social, se decidió promover un nuevo acuerdo social, en 
el que la municipalidad y la población acepten nuevas reglas de 
juego y modifiquen sus roles, para otorgarle sostenibilidad política, 
social y económica. En términos generales, el nuevo acuerdo 
social debía construirse desde las bases de la sociedad civil, 
sustentado en el compromiso y concertación con los usuarios y 
la población local, en un escenario en el cual el contexto social e 
institucional de las localidades se caracterizaba por:
a. Contar con servicios básicos precarios. 
b.  Exclusión social.
c. Actitud de desconfianza hacia el gobierno local y liderazgos 
sociales, asociada con la instrumentación política de los 
servicios liderada por pequeños grupos  interesados.
d. Débiles capacidades de gestión del gobierno local y de los 
ciudadanos en el ejercicio de sus deberes y derechos.
2. El contexto social e institucional y la 
estrategia del cambio en las localidades
2.1 Los servicios básicos precarios y la exclusión 
En el acceso a los servicios básicos de calidad se observa 
la dimensión de la exclusión social que afecta a los más 
pobres, especialmente a los que no están conectados a la 
red de los servicios de agua potable. En el siguiente cuadro, 
se observa la situación de los servicios de las pequeñas 
ciudades que sirvieron de piloto antes de comenzar el PPPL. 
La cobertura formal de agua en algunas localidades ocultaba 
las condiciones reales y la pésima calidad del servicio; la 
cobertura de desagüe era muy baja, y todos los indicadores 
de gestión eran deficientes, o incluso el servicio no existía, 
como en Tamshiyacu; con tarifas que no cubrían los costos 
de operación y mantenimiento, un tema que las autoridades 
locales postergaban en la toma de decisiones.
En ese contexto, el primer paso para promover el nuevo 
acuerdo social fue identificar a las autoridades locales con 
Indicadores de los servicios de agua y saneamiento en las pequeñas localidades (2003)
Pequeñas 
ciudades
Región 
natural
Población 
Urbana
Cobertura 
Agua
Cobertura  
Desagüe
Promedio
horas
Agua Día
Tarifa       
S/. Mes 
Prucción 
media 
l.h.d
Agua No 
Facturada
Eficiencia 
Cobranza
Desinfección 
del Agua
Tabalosos Selva 8,053 54% 0% 4 5.0 206 > 50% 57% No
Nueva 
Cajamarca Selva 21,162 75% 1% 12 5.0 167 > 50% 44% No
Tamshiyacu Selva 6,079 69% 0% 0 0.0 sd n.a. n.a. s.d.
Nauta Selva 15,467 46% 41% 4 8.0 89 56% 28% No
Urcos Sierra 7,000 78% 66% 6 3.0 272 > 50% 25% No
Sechura Costa 25,741 89% 27% 5 12.0 193 45% 48% Si
Laredo Costa 28,296 90% 64% 5 6.0 234 > 50% 30% No
Tumán Costa 23,524 84% 66% 4 0.0 65 56% n.a. No
Talavera Sierra 9,023 80% 73% 6 3.5 313 40% 80% Si
Fuente: PPPL-Diagnósticos técnicos y sociales y planes de desarrollo por localidades 2004-2005.
l.h.d = litros hora día; s.d.= sin datos; n.a.= no aplicable
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voluntad política para promover una decisión consciente y 
decidida por el cambio, porque la municipalidad tiene el mandato 
legal para decidir sobre la mejor manera de administrar los 
servicios. Sin embargo, el proceso para tomar las decisiones y 
mantenerlas no estuvo ausente de problemas. Los efectos de la 
exclusión social se manifestaban en los distintos niveles sociales 
y económicos, en el acceso a los servicios básicos de 
la población en las pequeñas ciudades, así como en la ausencia 
de mecanismos de participación ciudadana que contribuyeran 
a respaldar la vigilancia ciudadana.
2.2 La desconfianza a las autoridades y a los 
instrumentos políticos
En las pequeñas ciudades se observó una relación difícil entre la 
autoridad de los gobiernos locales y los ciudadanos, que se 
reflejaba en desconfianza a las propuestas que vinieran de la 
autoridad de turno, más aún si tales propuestas no fueron 
previamente trabajadas con la participación de las instituciones 
locales. Además, la desconfianza se expresaba en el cuestio-
namiento a la legitimidad política de algunos alcaldes y consejos 
municipales, a cargo de grupos políticos de oposición, para 
quienes “la derrota” de alguna iniciativa del gobernante podía 
significar “un triunfo” para ellos, aun cuando muchas veces ambas 
partes estuvieran al margen de las demandas de la mayoría de las 
instituciones y la población local. En ese contexto, de las trece 
localidades en total que participaron en el proyecto, finalmente se 
retiraron cuatro, en distintas etapas de la implementación pero, en 
los cuatro casos se relacionaron con la “desconfianza y la política 
partidaria local” que enfrentaban a los alcaldes. Así sucedió en 
las localidades de Ayabaca (Piura) y Santiago (Ica), donde grupos 
de oposición obligaron a que los alcaldes decidan retirarse del 
proyecto. La oposición política local utilizó el “fantasma de la 
privatización” para manipular a determinados grupos sociales, 
a pesar de que ellos mismos reconocían que el proyecto del 
PPPL no era de privatización. En los casos de San Jerónimo 
asociado con Saylla3 (Cusco), además de la desconfianza entre 
las organizaciones de base y la autoridad local, hubo también la 
falta de convicción de las autoridades para continuar con el 
proyecto frente a propuestas más tradicionales de cooperación 
técnica que les presentó una ONG local.
2.3 Débil capacidad de gestión del gobierno local
En todos los gobiernos locales se observó que había una 
débil capacidad de gestión municipal, con algunas diferencias 
organizativas. Las provinciales presentaban una mejor estructura 
organizacional, pero con limitadas capacidades en recursos 
humanos técnicos y profesionales. En términos generales, este 
problema afecta a todas las municipalidades del país, debido 
a la ausencia de un marco legal e institucional que reglamente 
la carrera administrativa del Estado en los tres niveles (central, 
regional y local). La debilidad de la gestión municipal se 
expresaba en las precarias condiciones de administración de 
los servicios básicos, con una caja única que impedía conocer  
los costos reales y el subsidio indiferenciado que durante 
décadas venían aportando las municipalidades.
Sin embargo, el entorno también presentaba oportunidades 
generadas por el proceso de la descentralización nacional, 
y la mayor urbanización en las pequeñas ciudades, con una 
intensa diversificación y heterogeneidad de intereses económicos 
y sociales, que demandaban también una mayor participación 
ciudadana. El PPPL implementó estrategias transversales y 
complementarias, para promover el nuevo acuerdo social: 
la participación social, el empoderamiento comunitario con 
enfoque de género y la comunicación.
3 La localidad de Saylla se presentó asociada con San Jerónimo debido a que 
es rural y no calzaba en los parámetros del PPPL. 
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La participación social abrió espacios y canales de participación 
ciudadana a la comunidad, a líderes e integrantes de las 
organizaciones sociales, sin exclusión de ninguna naturaleza, 
con la finalidad de lograr la apropiación del proyecto, propiciar 
la acción colectiva y la cohesión social municipio-población hacia 
un interés común. El empoderamiento de los actores locales 
se sustentó en el desarrollo de capacidades y competencias 
necesarias para la toma de decisiones. Para tal efecto el PPPL 
facilitó el acceso a la información, capacitación y asistencia 
técnica. Asimismo, se apoyó el cambio de comportamiento y 
la construcción de una visión compartida del desarrollo local. 
Con estas estrategias se realizó la promoción de la voluntad 
política para el cambio, se fomentó la acción colectiva y la 
cohesión social de la comunidad. Luego, con la convocatoria 
al sector privado, se completó la trilogía del modelo: municipio, 
junta vecinal de supervisión y operador especializado.
Fases de construcción del nuevo acuerdo social
Voluntad política
Redes sociales con 
disposición al cambio
Viabilidad 
técnica y social
Contrato social
Institucionalización 
del cambio
Sociedad Civil
Junta Vecinal de 
Supervisión
Operador 
EspecializadoMunicipalidad
presta servicio
contrata
profesionaliza
supervisa
em
po
de
ra
de
ci
de
servicio de agua 
y saneamiento 
mejorado y sostenible
La alianza PPS
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Para apoyar el cambio de modelo de gestión en las localidades, 
el PPPL diseñó una intervención en tres fases: I) promoción social 
y toma de decisiones para el cambio de modelo de gestión; II) 
implementación del modelo aprobado; III) acompañamiento y 
3. Las fases de intervención del proyecto
medición del desempeño del nuevo modelo. A su vez, en la fase I 
se identificaron dos etapas claves: a) información y sensibilización; 
b) promoción y empoderamiento. En el cuadro, se presentan los 
objetivos y los hitos claves del proceso en esa primera etapa.
Fases Etapas Objetivo Hitos claves en el proceso
I. Promoción 
social y toma de 
decisiones para el 
cambio de modelo 
de gestión
Información- 
sensibilización
Involucramiento de la pobla-
ción informada, organizada 
y activa  para tomar la deci-
sión de cambio del modelo 
de gestión de los servicios.
• Diagnóstico de percepciones, redes y medios
• Formación de la comisión de comunicación
• Ejecución del plan de comunicación 
• Medición del nivel de información-aceptación 
del PPPL
Promoción y 
empoderamiento
• Estudios técnico- sociales y plan de desarrollo 
de los servicios
• Definición del nuevo modelo de gestión
• Plan de comunicación para la consulta
• Consulta ciudadana sobre la propuesta de 
modelo de gestión
De esta manera, el proceso de sensibilización y promoción 
que condujo a la adopción de un nuevo acuerdo social en las 
pequeñas ciudades –tomando como referencia el acceso a 
servicios de calidad de agua y saneamiento– fue sustentado con 
un fuerte componente en comunicaciones. Al inicio del proyecto no 
se habían logrado identificar los detalles, ni se habían desagregado 
los costos ni el tiempo que tomaría crear las bases y los convenios 
que le darían soporte institucional al nuevo acuerdo social. La 
intervención se fue modulando en el proceso de sensibilización y 
promoción, mediante el diálogo con los actores, principalmente 
el gobierno local y la población, representada por los usuarios del 
servicio y las personas que no tenían acceso al servicio. Luego, 
en un segundo momento, se incorporó el operador especializado, 
completando la trilogía del modelo de gestión.
La primera fase de la intervención culminó con los lineamientos del 
nuevo acuerdo social, concretado en una asamblea de delegados 
en cada localidad, donde se ratificaron las decisiones sobre el 
cambio de modelo de gestión y se analizó la nueva 
asignación de roles en la prestación de los servicios de 
agua y saneamiento locales. Se describen a continuación 
los componentes claves de la estrategia de comunicación 
durante la fase de sensibilización y promoción.
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3.1 La comisión de difusión
El PPPL se diseñó como un proyecto orientado a responder 
la demanda de los gobiernos locales y de su población, para 
mejorar la gestión de sus servicios. En ese sentido, las iniciativas 
debían venir de los principales interesados: el municipio y la 
población. Por esa razón, una de las primeras actividades fue 
promover que en cada localidad sean los mismos ciudadanos, 
apoyados por la municipalidad, los encargados de difundir los 
alcances del PPPL. Para ello se crearon las comisiones de 
difusión en cada localidad, formadas por un equipo de cinco 
personas representantes del municipio y de la sociedad civil: 
dirigentes, líderes de opinión y vecinos que acudieron a la 
convocatoria municipal para participar en el proceso de cambio.
Luego, cada comisión implementó un plan de comunicaciones, 
que se aplicó de manera transversal durante esta fase, apoyada 
por las firmas de asistencia técnica contratadas por WSP4. 
La participación de la población en el cambio tuvo resultados 
positivos, sobre todo en las localidades que ingresaron al PPPL 
en el año 2005 (Nauta y Tumán), pese a que fue un año de 
elecciones nacionales, regionales y municipales. En las comisiones 
de difusión hubo participación de mujeres y hombres, quienes 
garantizaron el acceso a la información de manera equitativa. 
La actividad de la comisión de difusión fue intensa, para prevenir 
los sesgos y la interpretación equívoca realizada por pequeños 
grupos de interés contrarios al cambio del modelo de gestión de 
los servicios. A su vez, en el escenario de elecciones nacionales, 
el tema de la antiprivatización fue muy fuerte, pero dichas 
tendencias fueron controladas con la información transparente 
brindada por la comisión a los usuarios en las localidades. 
Para realizar su actividad, las comisiones utilizaron distintos 
instrumentos, desde medios masivos como radio y televisión local, 
hasta impresos y visitas puerta a puerta.
3.2 El proceso de sensibilización e información
Para llevar a cabo el proceso de sensibilización e información se 
realizaron sondeos preliminares de percepciones. Los resultados 
más importantes fueron los siguientes:
•	 La población aspiraba a mejores servicios de agua y 
saneamiento, pero sus expectativas respecto a un cambio 
inmediato eran muy bajas. 
•	 Había un desconocimiento de conceptos básicos de calidad 
del servicio, de procesos y costos del servicio, de las causas 
de la problemática y del impacto de la calidad del servicio 
para la salud de la familia.
Con este diagnóstico de situación se diseñó una estrategia 
de intervención para incluir, en la agenda local y en la discusión 
con las familias, la problemática relacionada con los servicios. 
Asimismo, se informó a la familia sobre conceptos básicos 
que les servirían luego para la toma de decisiones. Esta etapa 
concluyó con una medición a través de una encuesta a la 
población de la localidad, sobre el nivel de conocimiento de 
conceptos relevantes del PPPL. Se aplicaron 1.200 encuestas. 
Si el resultado alcanzaba un 60% o más, se procedía a iniciar 
la implementación de la fase siguiente5. Pero, si el resultado 
indicaba que menos de un 60% de la población no tenía la 
información suficiente, o no conocía los objetivos del proyecto, 
entonces se debía reforzar la campaña de comunicación e 
4 Las dos firmas de asistencia técnica que apoyaron la implementación del 
PPPL fueron: CADUCEO-CAEM (que tuvo a su cargo las localidades de 
Sechura, Tumán, Laredo y Talavera) y la firma argentina TBW-Inframan (que 
tuvo a su cargo Nueva Cajamarca, Tabalosos, Nauta, Tamshiyacu y Urcos). 
Esta segunda firma no concluyó todo el ciclo del proyecto.
5 El criterio era alcanzar una mayoría de la población informada, por lo que se 
asignaron diez puntos porcentuales adicionales sobre el 50% de la muestra 
de familias encuestadas.
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información, con un mayor compromiso del gobierno local. 
En la primera encuesta aplicada por el proyecto, solo la 
localidad de San Jerónimo (en el Cusco) indicó un resultado 
de 15%, por lo cual se retomaron las actividades de 
comunicación. Sin embargo, la municipalidad decidió, 
meses después, no participar en el PPPL.
Para determinar la viabilidad técnica del cambio se evaluaron 
los sistemas, a fin de identificar el nivel mínimo operativo o 
la disposición de los recursos necesarios para operar los 
sistemas. Para ello, el PPPL realizó una evaluación rápida de 
la infraestructura de las localidades, y estimó un monto de 
inversión mínimo para mejorar los servicios.
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3.3 La viabilidad social y técnica del cambio
La viabilidad social se determinó mediante un sondeo sobre 
la percepción que los pobladores tenían de los servicios de 
agua y saneamiento, así como su disposición a pagar una 
tarifa mayor por un servicio mejorado. En todas las localidades 
del PPPL, los estudios socioeconómicos demostraron que la 
disposición de pago por un servicio mejorado estaba por 
encima de la tarifa actual y que podría cubrir el costo de 
explotación de los servicios. Los estudios socioeconómicos 
se realizaron luego de la fase inicial de sensibilización e 
información, lo cual permitió respuestas más favorables que 
las obtenidas en el sondeo preliminar de percepciones.
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3.4 La definición del nuevo modelo de gestión
La nueva asignación de roles y sus componentes técnicos 
(calidad, precio, operador, riesgos) se concretaba en el nuevo 
modelo de gestión, el cual fue consultado de manera universal, 
con participación de hombres y mujeres en la toma de decisión, 
respetando las particularidades de cada localidad. Para ello se 
realizaron talleres con autoridades, dirigentes y líderes de opinión, 
en los que se discutieron y mejoraron las propuestas técnicas, 
sustentadas con los siguientes instrumentos: diagnóstico técnico 
de los servicios, estudios socioeconómicos, plan de desarrollo 
de los servicios y estudios tarifarios. Luego se diseñaron los 
elementos claves para la consulta a la población sobre un nuevo 
modelo de gestión que estaría sustentado en lo siguiente:
• Calidad y precio de los servicios y medición.
• Organización de la junta de supervisión y definición de sus 
funciones.
• Origen y naturaleza del operador especializado.
• Plazo y riesgos que asumiría el operador.
Para la calidad y precio de los servicios se plantearon metas 
básicas de calidad y cobertura asociadas a precios, considerando 
las metas del servicio que eran percibidas como un problema por 
la población: calidad del agua, continuidad del servicio y presión. 
Las propuestas estaban sustentadas en la capacidad y voluntad 
de pago y no tuvieron rechazo. La discusión se enfocó en la tarifa 
social y la tarifa no residencial.
Sin embargo, el tema de los medidores de consumo fue bastante 
sensible, especialmente en las localidades que habían tenido una 
tarifa plana, o de grupos de familias que destinaban el uso del 
agua potable para otros usos agrícolas o comerciales. Ello obligó 
al diseño de estrategias comunicacionales basadas en el concepto 
de equidad social, para explicar a los usuarios de manera sencilla 
los costos de la producción del agua potable y la ventaja de pagar 
de manera exacta, de acuerdo con el consumo de las familias.
Sobre la organización de la junta de supervisión, la atención se 
concentró en las funciones que debía cumplir, puesto que para 
algunos integrantes de la junta su ocupación debía incluir el 
control del contrato con el operador especializado, mientras que 
para otros esa tarea debía ser de competencia exclusiva de la 
municipalidad contratante.
En cuanto al operador especializado, en la mayoría de casos 
se determinó que debería ser de la localidad o de la región. 
Cabe resaltar que en Sechura y Tumán la población determinó 
que era irrelevante el origen del operador, siempre que tuviera el 
conocimiento para prestar un buen servicio, respetando las tarifas 
aprobadas. Acerca de la naturaleza del operador especializado 
en las localidades de la selva y la costa, la población y las autori-
dades municipales decidieron que fuera privada. En cambio, en 
la sierra (Talavera y Urcos) y en Laredo se decidió por un operador 
mixto, resultado del asocio privado, o del asocio de los usuarios 
con la municipalidad. Los tres modelos de operador mixto, 
resultado del asocio privado con la municipalidad, resultaron 
diferentes. En Urcos el socio mayoritario del municipio es un 
profesional, en Talavera se decidió por una asociación de usuarios, 
y en Laredo, por la constitución de asociaciones barriales. 
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En todas las localidades se aceptó la propuesta de contratos 
a diez años con la empresa operadora. Se indicó que a los 
operadores locales solo se les podría exigir que asumieran el 
riesgo de las operaciones y el riesgo comercial; es decir, no 
había una exigencia para inversiones en infraestructura o 
en ampliación de coberturas, papel que fue asignado a la 
municipalidad propietaria de la infraestructura.
3.5 La difusión del nuevo modelo y la consulta 
ciudadana
La difusión del modelo de gestión sobre el cual debía decidir la 
población fue realizada de manera presencial, –en jornadas de 
difusión realizadas barrio por barrio–, con materiales impresos, 
rotafolios y mensajes radiales. La comisión de difusión visitó las 
redes sociales que participaron en la etapa de sensibilización.
Características de los modelos de gestión aprobados en cada localidad del PPPL
Localidades 
del PPPL
Tarifa residencial 
S/xm3  /1
Micromedición Supervisión Operador
Cobertura 
Agua meta
Cobertura 
Desagüe meta
Continuidad 
Meta
Tabalosos 0.90 Si Junta Vecinal Privado Regional 90% 90% 24 h/d
Nueva 
Cajamarca 0.52 Si Junta Vecinal Privado regional 85% 70% 24 h/d
Tamshiyacu 0.80 Si Junta Vecinal Privado Regional 90% 0% 18 h/d
Urcos 0.55 Si Junta Vecinal Mixto Local /2 95% 66% 24 h/d
Sechura 0.56 Si Junta Vecinal Privado Nacional 96% 96% 24 h/d
Laredo 0.68 Si Junta Vecinal Mixto Local /3 92% 75% 24 h/d
Talavera 0.43 Si Junta Vecinal Mixto Local /4 95% 90% 24 h/d
Nauta 0.80 Si Junta Vecinal Privado Regional 90% 86% 24 h/d
Tumán 0.85 Si Junta Vecinal Privado Regional 95% 86% 24 h/d
1/ Primer tramo de la tarifa residencial.
2/ Municipio con participación minoritaria asociado con socio estratégico.
3/ Municipio con participación minoritara asociado con inversionistas regionales con preferencia local, posteriormente se reperfilo el operador con 
participacion mayoritaria de asociaciones vecinales.
4/ Muncipio con participación minoritaria asociado con asociación de usuarios.
Fuente: Estudios tecnicos sociales y planes de desarrollo. Elaboración propia.
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3.6 La concreción del nuevo acuerdo social
En las consultas de barrios, las familias decidieron en 
forma libre e informada sobre el cambio de modelo de 
gestión y las obligaciones que se comprometían a respetar. 
De igual modo, se designaron dos delegados –hombre y 
mujer– para llevar su decisión a una asamblea general de 
delegados, en la que se consolidaron las decisiones, dando 
origen al nuevo pacto o acuerdo social. En efecto, se 
realizaron más de doscientas asambleas de barrio en las 
nueve localidades, y en todas se aprobó el cambio de 
modelo de gestión, por lo que se ratificó el nuevo pacto 
social. Al mismo tiempo, los delegados organizaron las 
juntas vecinales de supervisión demostrando su compromiso 
con el nuevo acuerdo social.
La selección de la naturaleza del operador especializado 
(privado, privado-municipal o vecinal-municipal) por lo general es 
consecuencia de las circunstancias locales. 
• En las localidades de la Selva se pudo apreciar que un factor 
gravitante para que la población optara por un operador 
especializado privado fue el ejemplo de lo sucedido con la 
energía eléctrica. Cuando los municipios administraban el 
servicio eléctrico, por lo general el suministro era irregular, 
situación que cambió cuando se transfirió el servicio a la 
empresa Electro Oriente S. A. 
• Por el contrario, en las localidades de la Sierra se optó por 
modelos mixtos de origen privado-municipal o vecinal-
municipal, debido a la fuerte necesidad de equilibrar el interés 
comercial con el interés social.
De esta manera la consulta ciudadana se realizó en dos niveles 
diferenciados, pero complementarios: 1.- un nivel informativo y 2.- 
un nivel de consulta directa y presencial. El nivel informativo con-
sistió en la difusión masiva de la propuesta del modelo de gestión 
aprobado por la municipalidad y por los líderes locales. La finalidad 
no sólo era informar a la población, sino también promover su par-
ticipación en la consulta. El plan de comunicación se diseñó de 
manera participativa con la comisión de comunicación local. Para 
este propósito, se crearon grupos de trabajo para las diversas ta-
reas y se capacitó a sus miembros, a fin de lograr el desarrollo de 
sus habilidades en el tema de comunicación. Asimismo, se acordó 
un cronograma de trabajo, con resultados y metas coordinados 
con los líderes barriales y monitoreados de manera directa por el 
equipo de consultores que apoyaba la ejecución del proyecto.
El segundo nivel fue la implementación de un mecanismo de 
consulta directa, que se realizó de acuerdo a las características 
de cada localidad. En algunos casos fue barrio por barrio y en 
otros se consultó a cada junta vecinal. Luego de esta consulta 
directa se realizó su ratificación en una asamblea general de 
delegados, recogiendo el mandato del barrio o la junta vecinal.
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En la asamblea general de delegados de una de las 
localidades, se observó que todos los barrios habían 
aceptado el cambio de modelo de gestión; pero cada uno 
de los delegados lo admitía bajo sus propias condiciones, 
sin micromedición y todos con la tarifa social.
Ante esta situación, se recomendaba suspender la 
asamblea y hacer una nueva rueda de consultas barrio 
por barrio, explicando el modelo en consulta, sus 
beneficios y las obligaciones que les generaba el nuevo 
pacto social. Luego de la nueva rueda de consulta, todos 
los barrios aceptaron el cambio con conocimiento sobre 
las implicancias de su decisión.
3.7 La Junta Vecinal y su papel en el nuevo 
acuerdo social
Las Juntas Vecinales para la Supervisión de los Servicios de 
Agua y Saneamiento en las pequeñas ciudades, representan 
una forma de participación social en el proceso de cambio de 
modelo de gestión de los servicios a nivel urbano. Su formación 
responde al diseño conceptual del proyecto PPPL, el cual, en 
su enfoque inicial, se definió como participativo y transparente. 
Al mismo tiempo, el PPPL es un mecanismo para expresar la 
alta demanda de los usuarios para superar la exclusión en la 
toma de decisiones y acceder a servicios vitales, como lo son 
el agua y el saneamiento.
Sin embargo, hubo un proceso de evolución en las funciones 
de las juntas vecinales; de tal manera que la primera noción 
utilizada para las Juntas fue la de “unidad de fiscalización”; 
con ello se asignaba una función de “control y sanción”6 al 
operador especializado, en forma paralela a la municipalidad, 
sobre el cumplimiento de las obligaciones contractuales (ley 
27972). Por ese motivo se necesitaría una Junta con integrantes 
calificados para desempeñar tales funciones, perfil que no 
correspondía a la mayoría de los vecinos elegidos como 
delegados. Luego, las funciones de las Juntas se enfocaron 
hacia la vigilancia ciudadana y el control social como perfil más 
cercano a los elegidos en las localidades, estableciendo que las 
Juntas ejercerían una vigilancia ciudadana sobre el cumplimiento 
de las metas en la calidad del servicio y un control social sobre 
los usuarios para fomentar su responsabilidad con el pago y el 
cuidado del agua. Con el decreto supremo 016-2005-Vivienda, 
de agosto de 2005, que modificó el reglamento de la Ley General 
de Saneamiento, las funciones de las Juntas adoptaron un nuevo 
esquema: se encargarían de la supervisión de la prestación del 
servicio. Esta función supervisora se haría sobre la calidad del 
servicio, antes que sobre el contrato municipio-operador. Sin 
embargo, aun queda pendiente el alcance de la función 
de supervisión, su fortalecimiento organizacional, la legitimidad 
social y el desarrollo de sus competencias para asumir un rol 
eficiente en el marco del nuevo acuerdo social.
En conclusión, en la primera etapa de implementación 
del proyecto piloto se crearon los cimientos para un nuevo 
contrato social, sobre la base del consenso y la participación de 
tres actores relacionados de manera directa con la provisión de 
servicios de calidad: la municipalidad, los usuarios y el operador 
especializado. Para institucionalizar el nuevo acuerdo social, 
las municipalidades aprobaron un conjunto de ordenanzas y, 
al mismo tiempo, mantuvieron el diálogo permanente con la 
población, a través de la Junta Vecinal Comunal. Las normas 
aprobadas fueron las siguientes:
• La ordenanza de creación de las JVCS y de su reglamento.
• La ordenanza del régimen tarifario (luego llamada de cuotas 
y precios, según las modificaciones del reglamento de la ley 
general de servicios de saneamiento).
6 Es decir, la facultad de emitir resoluciones para la aplicación de multas o san-
ciones administrativas, funciones que sólo le corresponden al municipio como 
propietario de la infraestructura y contratante del operador especializado.
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Estudio de satisfacción del cliente en Sechura a los seis meses de actividades de la empresa PROGESTIÓN
Parámetro Indicadores 
Valor base,
marzo 2006
(%)
Valor 
reportado, 
abril a junio 
2006 (%)
Valor 
reportado,
julio a 
setiembre 
2006 (%)
Valor 
reportado, 
octubre a 
diciembre 
2006 (%)
Comentarios a 
diciembre 2006
Disponibilidad de 
servicio de agua 
potable
% de usuarios con menos de 
4 horas/día de suministro
100,0 76,0 30,6 96,2
El valor reportado en 
diciembre es efecto de una 
interrupción de la energía 
eléctrica no esperada
Calidad de 
suministro (presión)
% usuarios que indican que 
el agua llega con presión para 
poder usar la ducha en el 
primer piso de la vivienda
27,8 33,6 35,0 25,5
Se mejora gradualmente la 
presión en algunas áreas 
de la localidad
Disposición 
de pago
% de usuarios que están al 
día en sus pagos.
23,6 87,3 80,7 82,3
Se mantiene disposición de 
pago en usuarios
Calidad de 
abastecimiento
% usuarios que consideran 
que la cantidad de agua que 
reciben es suficiente
7,1 66,7 67,2 31,0
El valor reportado en 
diciembre es efecto de una 
interrupción de energía 
eléctrica no esperada
Calidad de atención 
al usuario
% de usuarios que indican 
que la atención del servicio 
es deficiente (administración, 
trámites, atención)
84,7 12,9 30,0 20,2
Clientes se muestran cada 
vez más satisfechos
• La ordenanza de prestación de los servicios de agua y 
saneamiento en la localidad.
• La ordenanza de atención de reclamos de los usuarios del 
servicio.
• Creación del Comité Especial Municipal (CEM), encargado 
de promover la alianza público-privada-social (derivada 
del nuevo acuerdo social), y de seleccionar al operador 
especializado.
Estos cinco instrumentos fueron claves en la implementación 
del nuevo modelo de gestión, complementados con la estrategia 
de comunicación que fue transversal a todo el proceso. La 
experiencia en el PPPL señala que sin una comunicación e 
información transparente, el nuevo acuerdo social para un nuevo 
modelo de gestión no es viable. A su vez, sin el compromiso y 
la voluntad política de las autoridades y todos los actores, no es 
posible tomar decisiones que garanticen la adopción de modelos 
de gestión sostenibles de los servicios básicos.
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4. Lecciones aprendidas
1. El contrato o acuerdo social vigente en la provisión 
de los servicios básicos puede ser cambiado por un 
nuevo acuerdo social, en el cual se cambien los roles 
tradicionales que desempeñan los actores locales.
 El PPPL demuestra que es posible movilizar la acción colectiva 
ciudadana en coordinación con el gobierno local, en beneficio 
del bien común, y establecer las bases de un nuevo acuerdo 
social. La mayoría de las pequeñas localidades puede y debe 
mejorar sus servicios de agua y saneamiento, tomando la 
decisión de superar el pacto social que los condena a tener 
servicios muy precarios o de baja calidad. La intervención para 
promover el cambio del modelo de gestión de los servicios 
requiere abrir procesos de cambio social, mediante estrategias 
integradas de comunicación, capacitación y participación 
social que promuevan el desarrollo de capacidades y 
competencias en la población.
2. El inicio de un nuevo acuerdo social se sustenta en la 
voluntad política, y la firme decisión de las autoridades y 
la mayoría de la población en llevar adelante los procesos.
 La voluntad política de las autoridades locales y la fortaleza de 
las redes sociales son factores claves para el buen inicio y la 
continuidad de un proceso de cambio en el modelo de gestión, 
sustentado en un nuevo acuerdo social. En la experiencia del 
PPPL las localidades exitosas han tenido como líderes a los 
alcaldes de los municipios distritales y provinciales.
3. El nuevo acuerdo social se consolida en un proceso 
progresivo y acumulativo de voluntades y decisiones 
colectivas, que deben sostenerse en una estrategia de 
comunicación permanente.
 Los planes de comunicación local están orientados a garantizar 
la transparencia y generar el más amplio nivel de información, 
utilizando todos los medios y metodologías que faciliten la 
transferencia de información veraz a la comunidad. Se debe 
monitorear y evaluar el nivel de información y aceptabilidad 
de las propuestas, a fin de prever las necesidades de 
reforzamiento o de pasar a la siguiente fase del proyecto. 
La estrategia de comunicaciones debe ser implementada 
en forma transversal a todo el proceso. Las comisiones de 
comunicación locales deben tener una composición amplia 
con representantes de la sociedad civil y de las instituciones, 
sin ningún tipo de exclusiones, a fin de generar legitimidad y 
neutralizar la politización de los servicios. 
4. El nuevo acuerdo social tendrá legitimidad a partir de 
su institucionalización y del cumplimiento de los nuevos 
roles de los tres actores participantes.
 Para consolidar un nuevo acuerdo social y superar el 
“equilibrio de bajo nivel”, se necesita una voluntad política 
firme a nivel central, regional y local. A nivel central se necesita 
promover inversiones y servicios con una sola política nacional 
y una política financiera consistente, que premie la eficiencia 
en la gestión de los servicios. Sin incentivos financieros, 
institucionales y normativos consistentes que premien el 
buen desempeño de los gobiernos locales, no se podrá 
superar el “equilibro de bajo nivel”.
5. El nuevo acuerdo social tiene un soporte clave en la 
creación de una institucionalidad local y en una nueva 
forma de organización de los ciudadanos: la Junta 
Vecinal de Supervisión.
 Este es un espacio de participación ciudadana que fortalece la 
institucionalidad democrática, y es un agente institucional del 
nuevo modelo de gestión de los servicios y del nuevo acuerdo 
social. La definición de un modelo de gestión sobre la base 
de criterios técnicos, económicos y sociales permite dar una 
adecuada orientación sobre las alternativas técnicas en calidad 
y precio de un servicio mejorado para la población. Las condi-
ciones previas de participación, información y empoderamiento 
en la toma de decisiones de la población son claves para iniciar 
y culminar el proceso de consulta ciudadana exitosa. La mo-
dalidad de consulta por barrios y en asambleas de delegados 
es una forma de ejercicio democrático que, eventualmente, se 
pude combinar con la realización de otras formas de consulta, 
tales como el referéndum en toda la localidad. 
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